Radicación No: 66001-31-05-002-2011-00402-02
Silvia Nayibe Mateus Posso vs Municipio de Pereira y otros

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de la respectiva Sala. 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA TERCERA DE DECISIÓN LABORAL

Providencia: 

     Auto de Segunda Instancia, 24 de agosto de 2017
Radicación No: 
                     66001-31-05-002-2011-00402-02
Proceso: 

    
    Ejecutivo Laboral.

Demandante:

   Silvia Nayibe Mateus Posso 
Demandado:

    Municipio de Pereira y otros 
Juzgado de origen:
 
    Segundo Laboral del Circuito
Magistrado Ponente:
    Francisco Javier Tamayo Tabares
Tema a Tratar:          
Proceso ejecutivo. Requisitos. Para responder la inquietud planteada, debe acudirse en primera medida al artículo 100 del CPLSS, que establece que será exigible ejecutivamente toda obligación que, originada en una relación de trabajo, conste, entre otros, en decisión judicial en firme. Tal norma, debe interpretarse con apoyo en los artículos 302 y siguientes del CGP, así como con el canon 422 de la misma obra. Estas normas establecen cuándo queda ejecutoriada una providencia, cómo se puede adelantar su ejecución y cuándo y cómo se puede proceder con su ejecución, además de los requisitos que debe cumplir el documento que sirve de base para el recaudo. El artículo 306 de la obra mencionada, establece que una vez efectuada la solicitud de mandamiento de pago por el interesado, el juez dictará el mandamiento de pago, conforme a lo señalado en la parte resolutiva de la providencia. Finalmente, debe mencionarse que el canon 422 del CGP establece como condición insalvable para considerar un documento como título ejecutivo, que las obligaciones que de él manen sean claras, expresas y exigibles a quien se cita como deudor, entendiéndose por esta última característica la posibilidad real y actual de pedir la satisfacción de la obligación a determinada o determinadas personas. Responsabilidad solidaria de los socios. Levantamiento del velo corporativo. Entratándose de la responsabilidad de los socios, ellos pueden llegar a responder solidariamente por las obligaciones de ellas, por ejemplo, conforme a lo mencionado en el canon 36 de la Codificación Laboral o cuando se ha levantado el velo corporativo, por haberse acreditado que la sociedad fue constituida con fines defraudatorios o elusivos de responsabilidades. Esta última hipótesis ha sido contemplada por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia del 17 de abril de 2012 (rad. 39.014), indicando con apoyo en sentencia de exequibilidad de la Corte Constitucional (C-865 de 2004), es posible que se levante el velo corporativo y se imponga a los socios el deber solidario de pagar los derechos de un trabajador, pero ello siempre atado a que exista una supresión de la personalidad jurídica de la sociedad “fachada”, la cual incumbe adelantarla bien a la Superintendencia de Sociedades –conforme a las normas del CGP- ora a la jurisdicción ordinaria en su especialidad civil, previo juicio en el cual se acredite alguna de las condiciones que jurisprudencialmente se han construido. Pero, sin duda alguna, no es el juicio ejecutivo el escenario adecuado para discutir la posibilidad de elevar la protección de las sociedades, pues en él simplemente se busca satisfacer una obligación previamente determinada en un título ejecutivo que cumpla con las condiciones necesarias para ello.
OBJETO
La Sala de Decisión Tercera Laboral del Tribunal Superior de Pereira, se dispone por medio de este proveído a desatar el recurso de apelación propuesto por el portavoz judicial de la parte ejecutante contra el auto del 08 de marzo de 2017 que denegó el mandamiento de pago deprecado, dentro del proceso ejecutivo laboral a continuación de proceso ordinario promovido por el señora Silvia Nayibe Mateus Posso contra el Municipio de Pereira, Instituto de Fomento y Promoción del Desarrollo Económico y Social de Pereira “La Promotora” INFIPEREIRA, Empresa de Energía de Pereira S.A. ESP, Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Pereira S.A. ESP, Empresa de Aseo de Pereira S.A. ESP y Empresa de Telecomunicaciones de Pereira.

ANTECEDENTES:

Mediante sentencia del 31 de agosto de 2012, el Juzgado Segundo Laboral del Circuito Adjunto 2 de Pereira, declaró la existencia de un contrato de trabajo, el cual terminó de manera injusta por parte del empleador, imponiendo condena a cargo de Multiservicios por concepto de compensación de vacaciones, intereses a las cesantías, indemnización por despido injusto, indemnización moratoria y el titulo pensional correspondiente. Tales condenas fueron confirmadas en segunda instancia por la Sala de Descongestión Laboral del Tribunal Superior de Cali, mediante providencia del 28 de febrero de 2013.

Mediante memorial del 28 de septiembre de 2016, el portavoz judicial de la actora, solicitó mandamiento de pago contra las entidades arriba mencionadas, atendiendo que Multiservicios  fue liquidada y estas entidades eran los socios que integraban la misma. Relata además, que participó en el proceso de liquidación, pero allí no le pagaron las condenas, a pesar de haber sido debidamente aprobado su pago. Pide, en suma, que se levante el velo corporativo, pues se está utilizando la sociedad para defraudar los derechos de la ejecutante y, además, de conformidad con la Ley 1105 de 2006, que la entidad territorial a la cual pertenecía la entidad liquidada es la encargada de cubrir las contingencias laborales a cargo de la entidad liquidada.

La a-quo negó el mandamiento del pago, aduciendo que no existe a cargo de alguna de las entidades ejecutadas el deber de pagar las obligaciones laborales contenidas en la sentencia, pues las normas que regularon la liquidación de la entidad no asignaron la asunción de las deudas por parte de alguna de estas entidades. Estima además, que si se pretendía la solidaridad de las entidades demandadas, las mismas no están contempladas en el titulo ejecutivo y no es este el escenario para debatirla.
La parte ejecutante se mostró inconforme con la decisión y propuso recurso de apelación, señalando que Multiservicios estaba integrada por las entidades mencionadas en la solicitud de ejecución. La aludida entidad mediante las figuras de la intermediación laboral y contratos diferentes a los laborales, quiso encubrir la relación laboral que sostuvo con la demandante, y el pago de sus salarios, prestaciones y aportes a seguridad social. En el proceso de liquidación se presentó la respectiva cuenta de cobro, pero no se pagó el valor de la misma, por lo que insiste en que debe librarse orden de pago contra las entidades accionadas, amén que ellas, como socias, constituyeron la sociedad Multiservicios y mediante ellas defraudaron los  derechos de la actora.

La a-quo, luego de no reponer la decisión, concedió la alzada y remitió las diligencias a esta Sala para lo pertinente.

CONSIDERACIONES:

El problema jurídico que deberá resolver esta Sala de Decisión, se sintetiza en el siguiente interrogante:

¿Se puede librar mandamiento de pago contra los socios cuando ellos no fueron integrados al proceso ordinario, previo levantamiento del velo corporativo?

¿En caso de no ser posible el levantamiento del aludido velo, quien debe hacerse cargo de las obligaciones laborales que estaban a cargo de la entidad pública liquidada? 

Para responder la primera inquietud planteada, debe acudirse en primera medida al artículo 100 del CPLSS, que establece que será exigible ejecutivamente toda obligación que, originada en una relación de trabajo, conste, entre otros, en decisión judicial en firme. Tal norma, debe interpretarse con apoyo en los artículos 302 y siguientes del CGP, así como con el canon 422 de la misma obra. Estas normas establecen cuándo queda ejecutoriada una providencia, cómo se puede adelantar su ejecución y cuándo y cómo se puede proceder con su ejecución, además de los requisitos que debe cumplir el documento que sirve de base para el recaudo.

El artículo 306 de la obra mencionada, establece que una vez efectuada la solicitud de mandamiento de pago por el interesado, el juez dictará el mandamiento de pago, conforme a lo señalado en la parte resolutiva de la providencia. Finalmente, debe mencionarse que el canon 422 del CGP establece como condición insalvable para considerar un documento como título ejecutivo, que las obligaciones que de él manen sean claras, expresas y exigibles a quien se cita como deudor, entendiéndose por esta última característica la posibilidad real y actual de pedir la satisfacción de la obligación a determinada o determinadas personas.
Lo anterior –entonces- indica que forzosamente el deudor o los deudores deben figurar en el titulo ejecutivo o en la ley como los llamados a satisfacer el derecho que allí se consagra, pues de lo contrario quedaría en entre dicho la exigibilidad. Tal aspecto se ve, especialmente reflejado, cuando el titulo está constituido por una providencia judicial, la cual es fruto de un juicio en el que el deudor resultó vencido, por lo que, además de la exigibilidad del título, de librarse el pago de lo allí contenido a alguien que no participó en dicho proceso, implicaría necesariamente la mella en el debido proceso y la posibilidad de contradecir. Lo anterior, sin embargo, no obsta para que cuando el deudor obligado mediante fallo judicial, sea liquidado y no alcance el fruto de ese proceso extintivo de la persona jurídica pública para cubrir un determinado crédito laboral, el mismo sea asumido por la entidad que el acto final de la liquidación disponga o, en su defecto, el ente territorial al cual pertenecía la entidad extinta, tal como lo contempla el canon 32 del Decreto Ley 254 de 2000.

Lo anterior no implica que no existan personas que solidariamente deban pagar las acreencias laborales, pues ello lo autoriza el Código Laboral en los artículos 34, 35 y 36, pero ello implica –necesariamente- que se les venza en juicio y se acredite alguna de las hipótesis que dichas normas establezcan.

Entratándose de la responsabilidad de los socios, ellos pueden llegar a responder solidariamente por las obligaciones de ellas, por ejemplo, conforme a lo mencionado en el canon 36 de la Codificación Laboral o cuando se ha levantado el velo corporativo, por haberse acreditado que la sociedad fue constituida con fines defraudatorios o elusivos de responsabilidades. Esta última hipótesis ha sido contemplada por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia del 17 de abril de 2012 (rad. 39.014), indicando con apoyo en sentencia de exequibilidad de la Corte Constitucional (C-865 de 2004), es posible que se levante el velo corporativo y se imponga a los socios el deber solidario de pagar los derechos de un trabajador, pero ello siempre atado a que exista una supresión de la personalidad jurídica de la sociedad “fachada”, la cual incumbe adelantarla bien a la Superintendencia de Sociedades –conforme a las normas del CGP- ora a la jurisdicción ordinaria en su especialidad civil, previo juicio en el cual se acredite alguna de las condiciones que jurisprudencialmente se han construido. Pero, sin duda alguna, no es el juicio ejecutivo el escenario adecuado para discutir la posibilidad de elevar la protección de las sociedades, pues en él simplemente se busca satisfacer una obligación previamente determinada en un título ejecutivo que cumpla con las condiciones necesarias para ello.

Pues bien, es claro que en el caso puntual, en las sentencias de instancia, que constituyen el titulo ejecutivo en este caso, no se impusieron condenas contra las entidades respecto de las cuales el apoderado judicial de la señora Mateus Posso depreca orden de pago, sin que sea posible vincularlos a este proceso por haber tenido la calidad de accionistas de la empresa Multiservicios, puesto que ello no fue objeto de discusión en el proceso ordinario laboral y no se cuenta con una decisión judicial que autorice levantar el velo corporativo que cobijaba a dicha entidad, por lo que no se les puede vincular al proceso, por esa sola condición de haber conformado la empresa empleadora de la actora, pues es claro que aquella constituía una persona jurídica distinta a ellas, con patrimonio propio y diferente al suyo y, por tanto, capaz de contraer derechos y obligaciones ajenas a las de sus socios y, especialmente, que afectaban su propio patrimonio. 

No obstante lo anterior, debe decirse que el Decreto Ley 254 de 2000, modificado por la Ley 1105 de 2006 que establece en el parágrafo 1º del artículo 1º, que la liquidación de entidades públicas pertenecientes al sector territorial también se rigen por esta normatividad, establece en el parágrafo del artículo 32, que cuando se agoten los recursos de la entidad liquidada, le corresponderá cubrir a la Naciòn (y por la extensión fijada por la Ley 1105 de 2006 a las entidades territoriales) tales obligaciones, tal como recientemente lo dijo el Ministerio de Hacienda en el concepto 010217 del 04 de abril hogaño, y que resulta plenamente aplicable al caso puntual, pues se tiene que conforme a los anexos traídos al infolio, las cargas laborales pendientes de pago al término de la liquidación de Multiservicios no se asignaron a ninguna entidad y los recursos se agotaron, por lo que se dan las hipótesis para que el Municipio de Pereira, como entidad territorial que por medio de su alcalde y su concejo municipal mediante el Acuerdo 030 de 1996 la creó, tal como se verifica en la escritura pública No. 2144 del 11 de diciembre de 1997, -fls. 600 y ss.-, mediante la cual se protocolizó la constitución de la sociedad y además el artículo 2º de los estatutos de la sociedad dan cuenta de que la sociedad Multiservicios era del orden municipal (fl. 601 vto.), lo que redunda en que el Municipio de Pereira es el ente territorial que debe responder por las obligaciones laborales que quedaron pendientes de pago al término de la liquidación de la sociedad. Lo anterior además se colige de su calidad de accionista mayoritario de la liquidada entidad, pues contaba con un porcentaje de participación del 68%. Por lo tanto, se insiste, será el Municipio de Pereira el llamado a responder por los pagos pendientes.

Por lo tanto, encuentra esta Sala que habrá de revocarse parcialmente la providencia revisada, disponiéndose que se estudie el mandamiento de pago frente al Municipio de Pereira tomando en consideración lo ya dicho, confirmando la negativa frente a las restantes entidades ejecutadas.

Sin costas en esta instancia, al no encontrarse causadas.

En mérito de lo expuesto, la Sala Tercera de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Pereira – Risaralda

RESUELVE

1. Revocar parcialmente el auto del 08 de marzo de 2016 dictado por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira y en su lugar disponer que se estudie el mandamiento de pago frente al municipio de Pereira, conforme a lo expuesto en las consideraciones.
2. Se confirma la decisión en todo lo demás.

3. Sin costas.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los magistrados,
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

OLGA LUCIA HOYOS SEPULVEDA
  ANA LUCIA CAICEDO CALDERON

El secretario,

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
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